El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES MÉDICAS / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA ORDENARLO.
La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. (…)

En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad de la señora Gina Marcela Pulgarín Jiménez en obtener el pago de sus incapacidades laborales, para satisfacer las necesidades básicas de su familia, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.

En consecuencia, considera la Sala que en este caso, tal como lo dedujo el funcionario de primera instancia, procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social de que es titular aquella señora y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades constituye un ingreso fundamental para su sostenimiento, máxime cuando se trata de un sujeto de especial protección debido a su condición de invalidez. (…)
Alega la recurrente que es el fondo de pensiones el encargado de sufragar esas prestaciones, al tratarse de un caso en el cual la afiliada fue calificada con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50% y porque esa entidad incurrió en mora al momento de expedir ese dictamen, argumentos que no comparte la Sala en razón a que la jurisprudencia constitucional no establece excepciones para aquella regla; al contrario, en un caso que guarda similitud al presente, se dijo que: ”la Sala Quinta de Revisión de esta Corporación en Sentencia T-144 de 2016, al resolver el caso de una ciudadana, quien en el mes de octubre de 2011 sufrió varias fracturas en un accidente de tránsito que le provocaron incapacidades por más de 540 días y cuyo dictamen de Calificación de Invalidez superó el 50% de pérdida de capacidad laboral, concluyó que la obligación de reconocer y pagar las incapacidades posteriores al día 540 estaba a cargo de las EPS, en virtud de la Ley 1753 de 2015 ”, es decir que aquella obligación recae en las empresas promotoras de salud, sin importar el porcentaje de invalidez dictaminado al afiliado.
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Expediente No. 66001-31-21-001-2019-00013-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Nueva EPS, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 18 de marzo pasado, en la acción de tutela que promovió la señora Gina Marcela Pulgarín Jiménez contra la entidad recurrente y Protección S.A., a la que fueron vinculados la Gerente Regional del Eje Cafetero de la citada EPS y el presidente de Protección.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por la demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 El 7 de noviembre de 2018 fue calificada en 52,56% la pérdida de su capacidad laboral, debido a su diagnóstico de neuritis óptica, trastorno depresivo y fibromilagia.
1.2 De conformidad con el formulario 0004772779, la incapacidad laboral cubría desde el 24 de noviembre hasta el 8 de diciembre de 2018, mas Protección S.A. la pagó solo hasta el 2 de noviembre (sic), con sustento en que ese día se cumplían los 540 días, término a partir del cual la Nueva EPS debía empezar a sufragar tales prestaciones.
1.3 A partir del 9 de diciembre de 2018 y hasta el 8 de marzo de este año se generaron otras cinco incapacidades, las cuales fueron debidamente radicadas ante la citada EPS.

1.4 Desde el pasado 2 de diciembre no le cancelan esas prestaciones, “aduciendo cada empresa que le corresponde a la otra”.
1.5 Por su estado de invalidez, adquirió el derecho a ser incluida en nómina de pensionados; sin embargo, hasta que ello suceda, su grupo familiar se encuentra desprovisto de sustento alguno, debido a la ausencia de pago de las mencionadas incapacidades. 
2. Considera lesionado el derecho al mínimo vital y para su protección, solicita se ordene a las entidades demandadas cancelarle las incapacidades generadas a partir del 2 de diciembre de 2018 hasta el 8 de marzo de 2019.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 7 de marzo se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular a la Gerente Regional del Eje Cafetero de la Nueva EPS EPS y al presidente de Protección S.A.
2. Durante el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La representante legal judicial de Protección S.A. indicó que en este caso, teniendo en cuenta que la Nueva EPS rindió concepto favorable de recuperación, autorizó el pago de las incapacidades médicas ocasionadas a partir del 19 de noviembre de 2017 y hasta el 2 de diciembre de 2018, que corresponde al periodo entre el día 181 al 540; aquellas que se generaron con posterioridad, deben ser asumidas por la EPS, de conformidad con el ordenamiento legal y la jurisprudencia constitucional. Respecto al trámite de la pensión de invalidez, dijo que la accionante solicitó su reconocimiento el 26 de febrero de este año; es decir, que aún no se cumple el término de cuatro meses establecido a efecto de resolver de fondo esa petición. Finalmente señaló que la acción de tutela no es el medio idóneo para reclamar prestaciones económicas.
2.2 La representante legal suplente de la Nueva EPS, por medio de apoderado, solicitó negar por improcedente el amparo y conceder la facultad de recobro ante la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Alegó que el fondo de pensiones es el encargado de “satisfacer las pretensiones de la accionante”, si se tiene en cuenta que ella fue calificada con una pérdida de capacidad laboral superior al 50%; por tanto, adquirió el estatus de invalidez permanente y el consecuente disfrute pensional, que está a cargo de esa última entidad. Agregó que de obligarse a esa promotora de salud a pagar las incapacidades, se atentaría contra el sistema general de seguridad social y que en este caso existen otros medios de defensa judicial, tales como el procedimiento determinado en la Ley 1222 de 2007 ante la Superintendencia Nacional de Salud.   
3. Se definió la primera instancia mediante sentencia del 18 de marzo último en la que se concedió el amparo solicitado y se ordenó: a) a la Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS pagar de manera inmediata las incapacidades adeudadas a la actora desde el 3 de diciembre de 2018 hasta la fecha y b) al Presidente de Protección S.A. informar, en el término de 10 días, “sobre la evolución del trámite realizado en observancia al reconocimiento de la pensión de invalidez de la señora Gina Marcela Pulgarín Jiménez”.
Para decidir así, consideró que si bien la tutela no es el medio para solicitar el pago de prestaciones económicas, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, se hace posible su procedencia cuando se afecte el mínimo vital. De otro lado, según el Decreto 19 de 2012, los fondos de pensiones pueden postergar el trámite de calificación de la invalidez hasta por 360 días adicionales a los primeros 180 de incapacidad, siempre y cuando se otorgue el subsidio correspondiente al afiliado; por su parte, la Ley 1753 de 2015 establece que las incapacidades mayores al día 540 deben ser asumidas por las empresas promotoras de salud, las cuales podrán formular el recobro ante la administradora de los recursos del sistema general de seguridad social en salud. Por ende a la Nueva EPS le compete reconocer y cancelar las incapacidades otorgadas desde el día 540 hasta tanto “la accionante cuente con una pensión de invalidez”, con posibilidad de solicitar su reembolso.

4. Inconforme con el fallo, la EPS demanda lo impugnó. A los argumentos que planteó en la contestación de la demanda, agregó que en este caso, el fondo de pensiones ha practicado maniobras dilatorias, ya que ha debido calificar a la actora antes del día 540, para que la entidad que representa pueda resolver su situación laboral.

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se ordene a Protección acceder a las pretensiones de la demanda y conceder la facultad de recobro ante la administradora de los recursos del sistema general de seguridad social en salud.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar el pago de las incapacidades otorgadas a la actora y en caso positivo, establecer si en la entidad recurrente recae la obligación de asumir esa carga.

3. La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. Así en sentencia T- 529 de 2017 explicó:

“5.1. Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de solicitar dichos pagos a través de tutela.

A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y la de su núcleo familiar.
 Adicionalmente, se ha expresado que esta prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia 
.

De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de la situación particular del solicitante
, la acción de tutela puede constituirse en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas
.” 
.

En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad de la señora Gina Marcela Pulgarín Jiménez en obtener el pago de sus incapacidades laborales, para satisfacer las necesidades básicas de su familia, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.

En consecuencia, considera la Sala que en este caso, tal como lo dedujo el funcionario de primera instancia, procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social de que es titular aquella señora y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades constituye un ingreso fundamental para su sostenimiento, máxime cuando se trata de un sujeto de especial protección debido a su condición de invalidez.

4. Las pruebas allegadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

4.1 Se han otorgado a la accionante, incapacidades laborales desde el 19 de noviembre de 2017 al 8 de marzo de 2019 y según los certificados  emitidos por la Nueva EPS, los días acumulados por incapacidad superan los 600
.
4.2 El 1º de octubre de 2018 fue calificada con un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del 52,56%, de origen común y estructurada el 17 de agosto de 2018
.
5. En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades superiores a 540 días, ha explicado la Corte Constitucional
:

“50. De este modo es claro que la AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el día 181 al 540, a menos que la EPS haya inobservado sus obligaciones, caso en el cual será la llamada a responder.

51. Superados los 360 días adicionales de incapacidad, si el trabajador continúa recibiendo incapacidades en razón a persistir su condición médica, surge el interrogante de quién es el llamado a su reconocimiento y pago. Es así como la Ley 1753 de 2015, con el fin de superar el vacío legal que existía en esta materia antes de su expedición
, creó la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

52. Entre las diferentes funciones otorgadas a dicha entidad, el legislador estableció en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015 la obligación de reconocer y pagar a las EPS las incapacidades por enfermedad de origen común de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud que superen los 540 días continuos.

53. Sobre dicha función, esta Corte señaló en la sentencia T-144 de 2016 que las EPS solo asumen una carga administrativa en el reconocimiento y pago de dichas incapacidades, ya que la ley es clara al establecer que no son ellas quienes van a asumir la obligación, la cual le compete en últimas al Estado, que en cabeza de la entidad creada a través del artículo 66 de la Ley 1753 de 2015
, le pagará a las EPS los dineros cancelados por dicho concepto.

54. Adicionalmente y conforme a lo establecido en el Decreto 546 de 2017
 y la Circular No. 1 del 31 de julio de 2017
, la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud entró en operación a partir del 1º de agosto de 2017, fecha en la cual las EPS cuentan con la facultad de ejercer la facultad de recobro de los dineros pagados por concepto de dichas incapacidades.” (subrayas fuera del texto original)
6. De acuerdo con la jurisprudencia anterior, es claro que corresponde a la Nueva EPS, cancelar las incapacidades laborales que se han otorgado a la accionante luego del día 540.

7. Alega la recurrente que es el fondo de pensiones el encargado de sufragar esas prestaciones, al tratarse de un caso en el cual la afiliada fue calificada con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50% y porque esa entidad incurrió en mora al momento de expedir ese dictamen, argumentos que no comparte la Sala en razón a que la jurisprudencia constitucional no establece excepciones para aquella regla; al contrario, en un caso que guarda similitud al presente, se dijo que: ”la Sala Quinta de Revisión de esta Corporación en Sentencia T-144 de 2016, al resolver el caso de una ciudadana, quien en el mes de octubre de 2011 sufrió varias fracturas en un accidente de tránsito que le provocaron incapacidades por más de 540 días y cuyo dictamen de Calificación de Invalidez superó el 50% de pérdida de capacidad laboral, concluyó que la obligación de reconocer y pagar las incapacidades posteriores al día 540 estaba a cargo de las EPS, en virtud de la Ley 1753 de 2015
”, es decir que aquella obligación recae en las empresas promotoras de salud, sin importar el porcentaje de invalidez dictaminado al afiliado. 
8. Dilucidado lo anterior, solo resta decir, en lo que tiene que ver con las inconformidades de la recurrente, que, tal como lo dijo el funcionario de primera sede, esa EPS efectivamente tiene derecho al reembolso correspondiente por parte de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social; sin embargo no es necesario que el juez de tutela expresamente la faculte a ello, pues tal cual se indicó en aquella cita jurisprudencial, esa es una atribución propia de la entidad interesada. Así mismo es preciso señalar que dicha circunstancia es de carácter interadministrativo y por ende la acción de amparo no es la vía apropiada para definir lo que corresponda.  

9. A pesar de que en este caso, de conformidad con lo expresado, se impone la confirmación del fallo recurrido, es menester pronunciarse respecto de las órdenes allí impuestas.
9.1 Aunque en la parte considerativa de esa providencia se manifestó que el pago de las incapacidades se extendería por aquellas que se generen hasta tanto la actora cuente con su pensión de invalidez, en la parte resolutiva no se hizo mención alguna sobre esa circunstancia y por tal motivo se adicionará la sentencia para incluir ese límite temporal.

9.2 La orden dirigida a Protección S.A. con el objeto de que informara sobre el trámite adelantado para el reconocimiento de la pensión de invalidez de la accionante, no ha debido ser impuesta, como quiera que ese mandato no vino precedido de motivación alguna que justificara imponerlo. A ello debe proceder el juez constitucional cuando lesionado un derecho, se hace necesario adoptar medidas para protegerlo, circunstancia que no acaeció en este caso, en el que las pretensiones de la demanda se dirigieron únicamente a obtener el pago de las incapacidades laborales, obligación que se le impuso a la EPS demandada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 18 de marzo último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Gina Marcela Pulgarín Jiménez contra la Nueva EPS y Protección S.A., ADICIONANDO el ordinal segundo para disponer que el pago de las incapacidades otorgadas a la accionante, se debe realizar hasta cuando se le reconozca la pensión de invalidez y se REVOCA el ordinal tercero; en su lugar, se niega el amparo respecto de Protección S.A.  
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencia T-140 de 2016.


�Ver Sentencia T-311 de 1996. Al respecto, en aquella ocasión esta Corte asumió el conocimiento de un caso en el que una mujer reclamaba el reconocimiento y pago de su licencia de maternidad y a quien éste le fue negado por problemas en el pago por parte de su empleador. Sobre el particular, la Corte consideró que si bien, en principio, podría considerarse que se trata de una pretensión eminentemente económica, una afirmación en ese sentido desconocería la especial naturaleza de esta prestación que pretende suplir el salario del trabajador durante el tiempo en que éste se encuentra incapacitado para ejercer normalmente sus funciones. Por ello, consideró que la intervención excepcional del juez de tutela se hacía forzosa so pena de permitir que se prorrogue la vulneración de los derechos de los ciudadanos.


� Especialmente cuando la prestación económica en discusión se constituye en la única fuente de ingresos del solicitante para satisfacer sus necesidades básicas.


� Ver Sentencia T-920 de 2009.


� Sentencia T- 529 de 2017. M.P.: Alberto Rojas Ríos


� Ver folios 11 a 17 y 29 cuaderno No. 1


� Folios 6 a 7 cuaderno No. 1


� Sentencia T-218 de 2018, M.P. Carlos Bernal Pulido


� Corte Constitucional, sentencia T-468 de 2010.


� “Artículo 66. Del manejo unificado de los recursos destinados a la financiación del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). Con el fin de garantizar el adecuado flujo y los respectivos controles de recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, créase una entidad de naturaleza especial del nivel descentralizado del orden nacional asimilada a una empresa industrial y comercial del Estado que se denominará Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). La Entidad hará parte del SGSSS y estará adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS), con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente. (…).


La Entidad tendrá como objeto administrar los recursos que hacen parte del Fondo de Solidaridad y Garantías (Fosyga), los del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet), los que financien el aseguramiento en salud, los copagos por concepto de prestaciones no incluidas en el plan de beneficios del Régimen Contributivo, los recursos que se recauden como consecuencia de las gestiones que realiza la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP); los cuales confluirán en la Entidad. En ningún caso la Entidad asumirá las funciones asignadas a las Entidades Promotoras de Salud. (…)”.


� Por el cual se modifica el Decreto 1429 de 2016, mediante el cual se modifica la estructura de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES- y se dictan otras disposiciones.


� Expedida por la Viceministra del Ministerio de Salud y Protección Social, encargada de las Funciones de Directora General de la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES-.


� Sentencia T-693 de 2017, M.P. Cristina Pardo Schlesinger
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